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Resumen 

El propósito del ensayo fue analizar la justicia penal militar aplicada a los 

miembros de la Policía Nacional, partiendo del principio de igualdad y el status 

constitucional de civiles, estableciendo diferencias entre lo militar y policial (civil), y 

situaciones en que un policía asume el rol militar y que justifique ser sujeto de esa 

jurisdicción especial, así como si realmente  la aplicación de esta es una garantía. 

Metodológicamente es un estudio jurídico de carácter descriptivo de tipo 

documental y analítico. Los resultados indicaron que constitucionalmente entre lo 

militar y lo policial hay diferencias, pero el mismo constituyente pone en planos de 

igualdad lo que en esencia no lo es, sometiendo a los miembros de la Policía 

Nacional a una justicia militar que  no le es propia, pretendiendo justificarlo en las 

condiciones de orden público y el margen configurativo de carácter legislativo, 

cuando la verdadera pretensión era  obtener obediencia militar de quienes nunca 

han dejado de ser civiles. 

Palabras Clave: militar, civil, Igualdad, constitución, justicia militar. 

Abstract 

The purpose of the study was to analyze the military justice applied to members of 

the National Police, on the principle of equality and the constitutional status of 

civilians, differentiating between military and police (civil), and situations in which a 

policeman takes justifying military role and be subject to a special tribunal, and if 

the application of this really is a guarantee. Methodological study is a legal 

document descriptive and analytical type. The results indicated that constitutionally 

between the military and the police are differences, but the same constituent puts 

equality plans which essentially is not, subjecting members of the National Police 

to military justice that is not their own, pretending conditions justify in law 

enforcement and legislative configurative margin when the real intention was to 

obtain military obedience of those who have never ceased to be civilians. 

Keywords: military, civil, equality, constitution, military justice. 



Introducción. 

El ensayo inicia con un contexto histórico que ubica al lector en el tema 

objeto de estudio, luego se analiza la aplicación de un régimen penal militar para 

los miembros de la Policía Nacional de Colombia, quienes constitucionalmente 

ostentan la calidad de civiles, cuando la misma constitución política prohíbe que 

los civiles sean sujetos de dicha jurisdicción especial. Apreciando a priori que 

posiblemente las características particulares en que prestan su servicio los 

miembros de la Policía Nacional hace que asuman un rol de características 

netamente militares, situación que es puesta a verificación, pues es bien sabido 

que no toda acción policial tiene necesariamente connotaciones de carácter militar 

y que no todo el territorio nacional tiene situaciones de desorden público, razón 

por la cual se desarrolla una investigación jurídico descriptiva de carácter analítico, 

por lo cual se examinaron las características propias de lo policial (civil) y sus 

marcadas diferencias y similitudes con lo militar, verificando la incidencia de los 

mismos en la decisión del sometimiento de los policías a un régimen diseñado 

exclusivamente para militares, lo cual de alguna manera incide en el 

comportamiento policial y las expectativas de una sociedad que reclama el 

carácter civil de su policía, para ello se efectuaron análisis jurisprudenciales y 

doctrinales en materia de igualdad e igualdad partiendo de las diferencias, tanto 

desde el punto de vista sustancial como desde el punto de vista formal.  

La temática cobra importancia en la medida que se observa una 

contradicción entre los planteamientos constitucionales al establecer que los 

civiles no pueden ser juzgados por militares y no obstante los policías que son 

civiles son juzgados por militares, lo cual lleva a un replanteamiento del principio 

de igualdad. Igualmente, el tema lleva a reflexionar sobre si la sociedad 

colombiana requiere una policía militarizada o una policía civil y cercana a la 

sociedad como fue el querer del constituyente, y que con la aplicación de un 

régimen penal militar desdice de su carácter civil, cuestionando si esa jurisdicción 

especial sea una garantía de juzgamiento para estos servidores públicos. 



 Pregunta de investigación científica: ¿Por qué pese a que los miembros de 

la Policía Nacional no tienen la calidad de militares, sino que su naturaleza es civil, 

son sujetos de la Justicia Penal Militar? 

 Hipótesis: Posiblemente las funciones que cumplen los miembros de la 

Policía Nacional hacen que estos en la práctica pierdan su calidad de civil y los 

convierta en una Policía Militarizada.  

Metodología 

Una vez planteado el problema jurídico, se estimó conveniente utilizar el  

método descriptivo analítico a fin de dar una posible solución al mismo, iniciando 

por particularizar la situación que se presenta con los miembros de la Policía 

Nacional en relación a la aplicación para los mismos de la justicia penal militar, 

para ello se realizó el estudio partiendo de un contexto histórico, luego para tratar 

de dar una solución provisional a la problemática se planteó una hipótesis, y a fin 

de establecer la certeza de la hipótesis planteada y de la problemática, se aterrizó 

en la aplicación al principio de igualdad, donde se estableció como punto de 

partida un estudio de carácter jurisprudencial, apoyado desde el estudio doctrinal, 

realizando una investigación de tipo jurídico descriptiva en la cual se estudiaron 

cada una de la matices que presentaba la problemática, encontrando que en 

materia doctrinal la posición siempre fue la misma y por lo cual dichas ideas fueron 

plasmadas en el escrito de manera específica. 

Por otro lado, al buscar apoyo en materia jurisprudencia, se encontraron 

aspectos puntuales que trataban el tema, pero que nunca lo definían y solo 

acertaban en calificarlo como una zona gris de la constitución, observando que 

nunca se hizo un estudio juicioso y serio en aplicación al principio de igualdad por 

parte de la Corte Constitucional, lo cual generó más incertidumbre, pues la 

Constitución misma hace diferencias entre lo militar y lo policial(civil), sin embargo 

ella misma los pone en planos de igualdad, al someterlos al régimen penal militar, 

con lo cual se genera una especie de ambivalencia ente los militares y los policías, 

confusión que lleva a que los militares quieran asumir roles policiales y los policías 

quieran asumir roles militares, pese a que sus fines son diametralmente opuestos. 



Pero una vez analizada la jurisprudencia constitucional y la de la corte suprema de 

justicia se denota que se pretende dar una explicación al fenómeno adjudicándolo 

a la situación especial de orden público que vive el país.  

 En cuanto al ordenamiento jurídico, se inicia por el análisis del precepto de 

igualdad contenido en la constitución política, donde a primera vista se adoptó una 

postura exegética, pero luego de un análisis sistemático de todas y cada una de 

las particularidades entre policías y militares, en comparación con la norma penal 

militar, la postura indicó que se hacía necesario replantear la hipótesis inicial. 

Igualmente, se hizo un estudio de la forma y beneficios en que sería juzgado 

un miembro de la Policía Nacional si fuera tenida en cuenta su condición de civil, 

en relación a la forma como es juzgado al ser sujeto de la justicia penal militar, y 

las diferencias en relación de beneficios y favorabilidad es verdaderamente 

cuestionable.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Argumentos 

En principio, por considerar que es pertinente y con el ánimo de crear 

inquietud académica, se hace relación a la siguiente frase del Filósofo y jurista 

ingles Jeremías Bentham (1748-1832), donde con claridad se marca la necesidad 

e importancia de la justicia penal militar, así: 

en un ejército, en una flota, la exactitud de la disciplina descansa 

enteramente en la pronta defensa de los soldados, los cuales nunca son tan 

dóciles como deben, sino en cuanto vean en el jefe que los manda, un juez 

que puede castigarlos y que no hay remedio de eludir el castigo, ni intervalo 

alguno entre este y la falta.  Además, para juzgar con el necesario 

conocimiento los delitos de este especie, hace falta ser perito en la profesión 

y únicamente los militares son los que se hallan en estado de formar un 

juicio pronto e ilustrado en todo lo concerniente a la disciplina o acerca de lo 

que ha ocurrido en una función de guerra. (Jimenez, 1950, p. 1290) 

Luego de esto, para contextualizar, se hace imperioso tener en cuenta las 

referencias históricas atinentes a la Justicia Penal Militar en Colombia.  Iniciando 

por el Artículo 170 de la Constitución Política de 1886, donde se consagraba: “De 

los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el mismo 

servicio, conocerán las Cortes marciales o Tribunales militares, con arreglo a las 

prescripciones del Código penal militar”. De esta manera se puede colegir que la 

justicia penal militar fue concebida inicialmente para los miembros de las fuerzas 

militares, más no para los miembros de la Policía, púes estos siempre han 

ostentado la calidad de un cuerpo armado de naturaleza civil. 

En la misma línea, es importante destacar que la Policía en sus inicios no 

dependía del ministerio de guerra, o ministerio de defensa, como hoy se le 

conoce, sino que dependía del ministerio de gobierno y  tenía la siguiente 

estructura: “Policía Nacional, 15 grupos de Policía Departamental, policía de 



rentas, Gendarmes municipales, Policía rural, Policía de seguridad (detectivismo)” 

(Blair, 1993, p. 55).   

Posteriormente, en 1943, se presentó el asesinato del periodista, boxeador y 

ex agente de Policía  FRANCISCO A. PÉREZ, más conocido como “mamatoco”, el 

cual figuraba en un informe del FBI como quien fomentaba y realizaba actividades 

peligrosas en contra del gobierno para facilitar un golpe de Estado contra Alfonso 

López Pumarejo, muerte que fuera atribuida a la Policía, y por lo cual se destituyó 

a varios mandos superiores de dicha institución entre ellos su Director.  Lo que 

hizo que se nombraran varios Capitanes del Ejército como comandantes de varias 

divisiones de Policía, a fin de obtener obediencia e imponer un orden (Ospina y 

Bolívar, 2003), pero sin desligar la institución del ministerio de gobierno. 

Igualmente, como los Policías eran civiles y tenían derecho a deliberar, estos 

fueron permeados por los partidos políticos, y “a partir de 1948 la Policía se 

convirtió en el brazo armado sectario del partido conservador mientras este se 

mantuvo en el gobierno…” (Leal, 1994, p. 178).  Y en el Bogotazo varios Policías 

se unieron a los ciudadanos que pretendían derrocar al presidente, al paso que 

otro tanto defendían la institucionalidad, y cuando se les daban ordenes estos no 

las cumplían, presentándose una serie de actos al interior de la institución, lo que 

conllevó a que para obtener su obediencia en 1953 “se incorporó a la Policía al 

ministerio de guerra, convirtiéndose así en la cuarta de las fuerzas armadas, como 

denominó ese gobierno al conjunto de las tres ramas militares y la Policía puestas 

bajo un solo comando” (Leal, 1994, p. 179). 

De esta manera, y para contrarrestar la infiltración política en la Policía, surge 

un hito en la historia de Colombia, con la expedición del artículo primero del 

decreto 1426 de 1954, donde se incluyó por primera vez a la Policía como sujeto 

de la justicia penal militar y donde se dispuso: “De todos los delitos que cometan 

los miembros de las Fuerzas de Policía en servicio activo conocerá la Justicia 

Penal Militar” (Carmeño, 2004, p. 30 y 31).  Es decir, que oficialmente se militarizó 

una Policía que por esencia es civil, al considerarla la cuarta fuerza militar y no un 



cuerpo de policía como se debe denominar, sometiéndola en todo a la justicia 

penal militar, implementando en la misma, la estructura, grados y formación militar, 

cercenando el derecho a deliberar y formar parte de los partidos políticos y por 

ende al voto, como lo haría cualquier servidor público que ostente la calidad de 

“civil”. 

Por otro lado, en el artículo 307 del decreto legislativo 0250 del 11 de Julio 

de 1958, confirió competencia a los jueces penales militares para investigar y 

juzgar civiles así: “…Los particulares, esto es, los civiles, que no están al servicio 

de las Fuerzas Armadas que cometan delitos previstos para ellos especialmente 

en este código para ellos” (Carmeño, 2004, p. 42).  Esto con fundamento en las 

atribuciones de los artículos 58 y 170 de la constitución de 1886, desplazando la 

jurisdicción ordinaria cuando hay perturbaciones del orden público y en vigencia 

del denominado estado de sitio. 

Pero, pareciera que la confusión entre lo militar y lo policial se agudizo aún 

más a raíz del concepto de seguridad nacional que impero en los años 70 y que 

según Santos (2004), se definió así: 

La seguridad nacional se entiende como una situación en la cual los 

ciudadanos pueden desarrollar sus condiciones socio económicas y políticas 

sin riesgos o amenazas a sus actividades normales.  Todo Estado tiene la 

responsabilidad de crear y mantener una situación de seguridad nacional 

para ofrecer a sus asociados un grado relativo de garantías para la 

consecución de niveles aceptables de convivencia pacífica y seguridad 

ciudadana, que asegure en todo tiempo y lugar, en los ámbitos interno y 

externo, la independencia, la soberanía, la autonomía, la integridad territorial 

y la vigencia de un orden justo, basado en la promoción de la prosperidad y 

el desarrollo general. (p. 29) 

Por lo tanto, al generalizarse este concepto de seguridad nacional a nivel de 

las fuerzas armadas, y ante la aparición de grupos armados ilegales como las 

guerrillas quienes atentaban contra la seguridad ciudadana, lo militar y lo policial 



se ponen en planos de igualdad, ya que la amenaza contra los Estados, ya no 

provenía de fuera de sus fronteras, sino al interior de las mimas. 

Posteriormente, en 1991, el artículo 213 de la Constitución Política, 

estableció que: “En ningún caso los civiles podrán ser investigados o juzgados por 

la justicia penal militar”.  Pero, en el artículo 218 ibídem, en uno de sus apartes se  

consagra: “La Policía Nacional es un cuerpo armado de naturaleza civil…”.   

Así las cosas, lo lógico sería pensar que si la Policía Nacional es de 

naturaleza civil y en ningún caso la justicia penal militar puede investigar o juzgar 

civiles, los actos de los miembros de la Policía Nacional deberían ser investigados 

y juzgados en igualdad de condiciones que cualquier persona que ostente la 

calidad de civil, es decir por la justicia ordinaria, 

Sin embargo, la Constitución de 1991 estableció lo que la Corte 

Constitucional ha denominado una “zona gris” (Corte Constitucional. C-444-1995), 

pues en su artículo 216 establece que: “la fuerza pública está integrada por las 

fuerzas militares y la Policía Nacional”,  y en el artículo 221 consagra: “De los 

delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en 

relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales 

militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar.”  Con lo cual se 

somete a los miembros de la Policía Nacional a ser investigados y juzgados por la 

justicia penal militar, donde en principio podría tomarse como una gran 

contradicción, al poner en planos de igualdad lo  militar y lo policial o civil. 

De esta manera, se hace necesario entrar a determinar si entre lo militar y lo 

policial (civil) existe o no diferencia, pues tal como está plasmado en la 

constitución se genera la duda al respecto.   

Para ello, se inicia con una distinción básica que desde antaño se ha 

inculcado en la academia, “La separación entre las funciones de mantenimiento 

del orden externo—correspondiente al Ejército— e interno —a las policías” 

(Palacios, 2005, p. 11).  Pues, si volvemos a la historia, el origen de los ejércitos 

era proteger a los Estados de las amenazas que provenían de fuera de sus 



fronteras, al paso que, a los policías les correspondía velar por la convivencia y 

seguridad ciudadana al interior de dichas fronteras. 

Igualmente, una distinción más específica podría ser: 

…el Ejército está entrenado y organizado para acumular la máxima fuerza 

posible a fin de destruir al enemigo, poniendo énfasis en la jerarquía, la 

disciplina, la lealtad y en mantener el secreto. Adicionalmente en la mayoría 

de los países latinoamericanos los ejércitos han tendido a resistirse a la 

supervisión y el control civil. En contraste, los oficiales de policía son (o 

deberían ser) entrenados y organizados para resolver problemas, operando 

en cercana colaboración con la sociedad. Deben conocer la ley, respetarla 

profesionalmente y usar la fuerza mínima para desempeñar sus tareas. Más 

aún, la policía debe ser receptiva a los controles del gobierno y de la 

sociedad civil. (Dammert y Bailey, 2005, p.150) 

De esta forma, de manera genérica, se asocia el aspecto militar con términos 

como operatividad, represión y enemigo; al paso que el aspecto policial se 

identifica más con prevención, control, disuasión y delincuente.  

Al llegar a este punto, parecería que los conceptos son suficientemente 

claros para no confundirlos, no obstante, en la práctica, se puede apreciar que 

tienden a confundirse, especialmente en situaciones de desorden público, en los 

cuales los diferentes gobiernos han optado por “modelos organizativos o 

estratégicos conjuntos, hasta el nombramiento de militares al mando de las 

instituciones policiales, o el desarrollo de mecanismos informales en donde las 

principales áreas son controladas por militares en retiro” (Dammert y Bailey, 2005, 

p. 1).  

Lo anterior, con la finalidad de hacer frente a organizaciones delincuenciales 

y-o narcoterroristas que por su gran capacidad económica han adquirido 

armamento de guerra sofisticado, y han obtenido un fuerte entrenamiento en 

materia de combate, con  lo cual tienden a desestabilizar el orden público interno 

de forma tan severa, que podrían atentar contra la existencia misma del Estado, y 

por ello las funciones tienden a confundirse, sin embargo, se recalca, son 



situaciones excepcionales y que en principio no podrían válidamente determinar 

que lo militar y lo policial son esencialmente lo mismo. 

Ahora bien, para distinguir entre lo militar y lo civil, aterrizado en los términos 

de este estudio, es decir entre lo militar y lo policía,  resulta de gran ayuda lo 

planteado por Lebel (2010), quien aseguró: 

Son cosas distintas el soldado y el agente. Porque si bien ambos pertenecen 

a institutos cuya existencia es inherente a la condición del Estado como tal, 

su función y por ende su formación se encuadra dentro de parámetros 

distintos, ni mejores ni peores, sólo distintos. El uno es militar, se le educa 

para la guerra y se le prioriza la eliminación física del enemigo, cualesquiera 

sean los métodos empleados: (proyectil, bayoneta o lanzallamas). El otro es 

civil, no tiene “enemigos” (sólo adversarios) y se le educa para la paz. El uno 

es puño, el otro, escudo. Un policía debe tener el cristiano sentido de “poner 

la mejilla”, cuando en el cumplimiento de su labor específica, recibe la 

agresión verbal o física de quienes actúan fuera de la ley, ya sean 

estudiantes, trabajadores, roqueros o hinchas de fútbol exaltados. Esto que 

es muy difícil para el policía, es imposible para el militar. (p. 1) 

Igualmente y continuando en la misma línea Lebel (2010), afirma: 

El policía reprime corrigiendo. El soldado mata. Para el policía, aún el peor 

delincuente es un ciudadano que debe ser preservado, educado y devuelto a 

la sociedad porque ese delincuente no es un enemigo sino un enfermo que 

debe ser puesto en manos de un cuerpo especializado (la Justicia Civil) para 

que decida su destino último: libertad, si no hay pruebas, prisión si hay 

méritos para ello. Pero, y las diferencias entre militares y policías siguen si el 

magistrado decide el envío del preso a un instituto de reclusión, la cárcel no 

es un campo de prisioneros, ni en lo real ni en lo formal. En estos últimos, el 

cumplimiento de las leyes que provee la Convención de Ginebra, es siempre 

aleatoria y se debe más al temor a la represalia contra los prisioneros 



propios, que a razones humanitarias. En la cárcel los detenidos tienen o 

deben tener las garantías que dan, tanto la judicatura como la presencia de 

una prensa independiente. Así es en los países civilizados y democráticos. 

Para garantía del ciudadano común, pero antes que nada para el propio 

funcionario policial, tantas veces sometido a una labor ingrata, peligrosa y no 

siempre comprendida. Repitámoslo. La Policía no es militar, es civil y la 

garantía de la estabilidad interna reside en que se ahonde tal concepción. 

Por tanto no le deben comprender, ni los fueros, ni las costumbres ni los 

códigos militares. (p. 1)  

Así las cosas, parecería que entre lo militar y lo civil si existen diferencias 

marcadas, no obstante, en tratándose de justicia penal militar son puestos en 

planos de igualdad, pues hay que recordad que “el fuero militar constituye una 

excepción al principio general, que se deriva del mandato de igualdad ante la ley, 

según el cual todas las personas debemos estar sometidas a una misma justicia, 

que es la justicia ordinaria” (Sánchez, 2012, p. 1). 

De esta manera, no puede perderse de vista que “el mandato de igualdad en 

la creación del derecho exige que todos sean tratados igual por el legislador” 

(Alexy, 2012, p. 350).  Es decir,  que si se tiene la condición de civil, se debería ser 

investigado y  juzgado como civil y no como militar. Es allí donde cobra vital 

importancia la disposición constitucional estipulada en el artículo 13 de la carta, 

que asegura: “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 

misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación”.   

Como consecuencia, podría pensarse que no tendría justificación que los 

miembros de la Policía Nacional ostentando la calidad de “civiles” no sean 

investigados y juzgados como cualquier ciudadano y que por el contrario se le 

tenga que investigar y  juzgar como si fueran militares, es por ello que Alexy 

(2012) afirma: “Lo esencialmente igual no debe tratarse de manera arbitraria 



desigual” (p. 357).  Pues, en esencia, los miembros de la Policía Nacional nunca 

han perdido su característica primordial de “civiles”, no obstante, no sería válido 

dejar de lado, que hay situaciones que merecen un tratamiento especial, y sin que 

por ello se constituya un desconocimiento al principio de igualdad, pues, es allí 

donde los postulados de que no existen derechos absolutos, cobran vigencia ya 

que según  Herveda (2009) se especificó: 

Lo justo es tratar a todos igual en lo que son iguales, y de modo diferente-

pero proporcional, esta es la clave- en lo que son diferentes. Aparece así un 

elemento corrector de las exageraciones del igualitarismo, que es una forma 

de injusticia.  Dar a cada uno lo que es suyo es la expresión exacta de la 

igualdad justa;  trato igual en lo que sea igual y trato proporcional en lo que 

sea diferente.  Puede apreciarse así cuan saludable resulta desmitificar la 

igualdad de la justicia; en su practicidad y realismo esta igualdad funda sobre 

bases sólidas la convivencia humana. (p. 21) 

Es decir, en el caso de los miembros de la Policía nacional,  si bien es cierto 

en algunas situaciones particulares, se ven obligados a asumir roles netamente 

militares, como por ejemplo los grupos antiextorsión y antisecuestro [GAULA], los 

Escuadrones  móviles de Carabineros [EMCAR],  El Comando de operaciones 

especiales [COPES], Los Comandos JUNGLA, y demás grupos de operaciones 

especiales al interior de la Policía Nacional, no por ello se puede afirmar 

válidamente que han perdido su connotación de civiles, pero sus actuaciones si 

deberían tener un tratamiento especial, ya que ese no es el rol normal de la 

Policial Nacional, para aclarar ello, se trae a colación lo expuesto en la acusación 

de inconstitucionalidad del artículo 29 de la ley 94 de 1938, donde la Corte 

Suprema de Justicia, en sentencia del 12 de diciembre de 1946 afirmó: 

Es claro que en un sentido lato, los agentes de la policía pueden llamarse 

militares, en cuanto que por medio de disciplina semejante a la de los 

soldados, con jerarquía adecuada y por medio de las armas, están 

encargados de guardar el orden, si bien no el internacional, sino el interno 



del país. Esta semejanza ha hecho que a la policía se le haya privado del 

ejercicio del sufragio y de la facultad de ser deliberante, como al ejército. De 

la propia suerte, los militares tienen que colaborar en la guarda del orden 

público, pues tanto el Presidente de la República como los Gobernadores de 

los Departamentos pueden reclamar su apoyo (art. 120 ord. 6o y 7o y 195). 

Y, en fin, los miembros de los cuerpos de policía pueden ser destinados 

también a la defensa exterior de la nación; como que el deber de tomar las 

armas cuando las necesidades  generales lo exijan para defender la 

independencia de la Patria, que es de todos los colombianos, atañe 

primordialmente a los consagrados al servicio oficial (art. 165). Pero estas 

semejanzas no permiten confundir las dos instituciones, porque su misma 

naturaleza y los propósitos que persiguen, al menos en tiempos de paz, 

establecen una marcada diferencia entre ellas. (Corte Suprema de Justicia, 

Sala Plena, Acusación de inconstitucionalidad del artículo 29 de ley 94 de 

1938, 1946) 

De igual forma, para tratar de justificar el hecho de que la justicia penal militar 

juzgue a los miembros de la Policía Nacional, se ha generado una especie de 

igualdad entre lo militar (defensa) y lo Policial (seguridad), y para tratar de darle 

coherencia a esa afirmación se ha expuesto:  

“Esta ambivalencia obedece a las particulares condiciones de orden público 

de nuestro país, cuyos factores de violencia afectan indiscriminadamente la 

seguridad nacional y los derechos de  los ciudadanos, haciendo coherente la 

atribución de un régimen similar para toda la fuerza pública, sin hacer 

diferenciación alguna en materia de fuero penal entre la Policía Nacional y 

las Fuerzas Armadas”.  (Corte Constitucional. C-444-1995) 

De esta manera, se especifica que lo policial y lo militar se ponen en planos 

de igualdad única y exclusivamente en tiempos marcados de desórdenes públicos, 

lo cual de cierta manera es discutible, ya que el desorden público no se presenta 



de manera uniforme en todo el territorio nacional y no todos los miembros de la 

Policía Nacional asumen el rol militar, y a pesar de que algunos asumen el rol 

militar no por ello pierden su condición de civiles. 

Otro punto de vista, donde se analiza con seriedad el fenómeno que se 

presenta en relación a la aplicación de la justicia penal militar a los miembros de la 

Policía Nacional, lo encontramos en Santos (2004), donde se asegura: 

No obstante, a raíz de las discusiones sobre la reforma a la Policía, se busca 

que, aunque la institución mantenga un fuero, éste sea regido por un código 

y un procedimiento diferentes a los de la Justicia Penal Militar.  Sin duda, no 

es conveniente adscribir las conductas delictivas de la Policía al campo 

militar, en razón a las diferencias en la operatividad de las dos instituciones.  

De lo contrario, se institucionaliza la visión  militar en los cuerpos policiales, 

la cual se caracteriza por una disciplina vertical y la obediencia automática, 

contrarias a la flexibilidad y decisiones individuales que deben ser propias de 

la Policía.  

La aplicación del fuero militar a la Policía se explica en parte por el clima de 

violencias que se vive en el país, que hace difícil precisar las fronteras de las 

dos instancias institucionales.  Dentro de la Policía hay acuerdo sobre la 

conveniencia del fuero, pues se cree que contribuye al mantenimiento de la 

disciplina y, como afirman también muchos militares, garantiza que los 

sindicados de delitos cometidos en actos del servicio sean juzgados por 

quienes están en contacto directo con la vida institucional.  Arguyen, 

además, que la mayoría de los negocios que conoce la justicia penal militar 

afectan a miembros de la Policía Nacional. Este último argumento puede 

esgrimirse en sentido contrario, ya que el juzgamiento militar puede servir 

para minimizar delitos que son considerados como necesarios, dadas las 

contingencias de la confrontación armada que se experimenta en el territorio 

nacional.  En cuanto al argumento de  contribución al mantenimiento de la 



disciplina, lo contradice el clima de deterioro y corrupción que envuelve a la 

institución. (p. 191 y 192) 

Por lo anterior, para forjarse una idea de la importancia de lo que está en 

juego, hay tener en cuenta los criterios que sobre principio de igualdad ha 

establecido la Corte Constitucional: 

El principio de igualdad consagrado en el artículo 13 de la 

Carta permite conferir un trato distinto a diferentes personas siempre que se 

den las siguientes condiciones: que las personas se encuentren 

efectivamente en distinta situación de hecho; que el trato distinto que se les 

otorga tenga una finalidad; que dicha finalidad sea razonable, vale decir, 

admisible desde la perspectiva de los valores y principios constitucionales; 

que el supuesto de hecho -esto es, la diferencia de situación, la finalidad que 

se persigue y el trato desigual que se otorga- sean coherentes entre sí o, lo 

que es lo mismo, guarden una racionalidad interna; que esa racionalidad sea 

proporcionada, de suerte que la consecuencia jurídica que constituye el trato 

diferente no guarde una absoluta desproporción con las circunstancias de 

hecho y la finalidad que la justifican. (Corte Constitucional. C-530-1993)  

Al respecto, conviene decir que al aplicar estos postulados expuestos por la 

Corte a situaciones prácticas, no habría igual situación de hecho entre un policía 

de tránsito que se ausenta de su lugar de trabajo, en relación a la de un policía de 

un grupo de operaciones especiales que estando se centinela, igualmente se 

ausenta de su lugar de trabajo, por lo cual pareciera en principio que la única 

finalidad es obtener la subordinación militar a cualquier precio para los miembros 

de la Policía Nacional, sin que ello resulte razonable, pues no se puede olvidar 

que los Policías siempre han sido civiles. 

Siguiendo la misma línea, la Corte Constitucional, aseguró: 

Si bien el legislador puede establecer distinciones entre las personas para la 

consecución de un fin determinado, ellas deben tener una justificación 



objetiva y razonable. La alusión a la razonabilidad implica que en la 

evaluación de la justificación de un trato desigual, el intérprete debe ejercer 

una labor de ponderación y verificación de los diferentes elementos que 

entran en juego, para determinar si éstos se adecuan o no a las reglas, 

principios y valores constitucionales. Para ello cuenta con una guía 

metodológica, denominada test de igualdad, que le permite "separar 

elementos que usualmente quedarían confundidos en una perspectiva 

general. 

Una versión detallada de los elementos que componen el test fue expuesta 

en la sentencia C-022 de 1996. De acuerdo con la directriz allí trazada, el 

intérprete debe recorrer diferentes etapas encaminadas a determinar: 

 1. La existencia de un objetivo perseguido a través del establecimiento del 

trato desigual. 

2. La validez de ese objetivo a la luz de la Constitución. 

3. La razonabilidad del trato desigual, es decir, la relación de 

proporcionalidad entre ese  trato y el fin perseguido. (Corte Constitucional. C-

397-1997) 

Así las cosas, podría pensarse prima facie que resulta valido afirmar que los 

miembros de la Policial Nacional destacados en operaciones especiales para el 

restablecimiento del orden público en zonas de influencia de bandas criminales, 

grupos de narcotráfico y-o grupos guerrilleros, podrían ser sujetos de la justicia 

penal militar, según las directrices planteadas por la Corte Constitucional, pero 

¿Qué pasaría con un miembro de la Policía Nacional que presta sus servicios en 

una zona donde no hay tales circunstancias, por ejemplo que labore en el 

departamento de San Andrés y providencia? ¿Deberá ser sujeto de la Justicia 

Penal Militar por el solo hecho de pertenecer a la misma institución pero en 

situaciones fácticas diferentes? 

Obsérvese, como de alguna manera se podría afectar el principio de 

igualdad, bien sea para aquellos miembros de la Policía Nacional quienes pese a 



estar activos, no prestan sus labores en zonas de desorden público, pero 

continúan ostentando la calidad de miembros de dicha institución, al paso que los 

miembros de la Policía Nacional que verdaderamente prestan sus servicios en 

zonas de conflicto y de graves desórdenes públicos, pese a cumplir su labor, no 

dejan perse de ostentar la calidad de civiles. 

No obstante, la Iurisprudentia constitucional tiende a confundir con sus 

posturas, pues esa corporación al hacer el análisis de carácter institucional y pese 

a todo lo que se ha dicho, afirma: 

Esta Corporación en diferentes oportunidades se ha referido a la naturaleza 

jurídica de la Policía Nacional y de las Fuerzas Militares para destacar las 

diferencias entre las dos instituciones. Tales diferencias radican 

fundamentalmente en el carácter civil que se atribuye a la Policía y que 

emerge del artículo 218 de la Constitución, carácter del que no se revisten 

las Fuerzas Militares, y en el objetivo que persigue cada institución,  el cual 

en el caso de la Policía es "el mantenimiento de las condiciones necesarias 

para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que 

los habitantes de Colombia convivan en paz", mientras que en el caso de las 

Fuerzas Militares "la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad 

del territorio nacional y del orden constitucional". (Corte Constitucional. C-

421-2002) 

De esta manera, se puede preliminarmente suponer que surge a nivel de las 

fuerzar armadas de Colombia, lo que hace diferente a la Policía Nacional que no 

es otra cosa que su carácter de civil, y que cada institución persigue fines 

diferentes, pero que definitivamente Colombia por ser sui generis en su situación 

de orden público, conlleva a que sus policías en un momento determinado sean 

tratados como militares pese a no serlo. 

Es por ello, que pensando en el posconflicto,  Petro (2015), manifestó: 

“vamos a tener el regreso de la policía del campo a la ciudad. Una Policía más civil 



y menos militarizada. Queremos una policía para la vida y no para la muerte” (p. 

15). 

En igual sentido, existen pronunciamientos sobre la necesidad de que la 

Policía dependa del ministerio del interior y  no del ministerio de la defensa, así 

mismo que esta institución sea dirigida por un civil, en pocas palabras, darle el rol 

para el cual fue creada dicha institución, es decir reconocer su esencia, lo cual fue 

planteado al interior del Senado de la República y donde Galán (2015) indicó:  

Debemos retrotraer a la Policía a su misión primordial que es ser un cuerpo 

civil encargado de garantizar la seguridad de los ciudadanos, es decir, 

desmilitarizar la Policía y en esa transición uno de los aspectos que facilitará 

esa transición es migrar del Ministerio de Defensa al Ministerio del Interior, 

porque son los alcaldes las autoridades primordiales de Policía 

(…) 

Se debe pensar en la posibilidad en un término no muy lejano de tener un 

Director de la Policía civil, es decir, no un oficial sino un civil y esos aspectos 

hacen parte de la reflexión sobre la transformación que debe tener la Policía.  

De la misma forma,  con el sentimiento y esperanzas puestas en un posible 

posconflicto, según Peña (2001) afirmó: 

No obstante, es importante precisar que en el caso de la Policía Nacional la 

figura del fuero militar es inadecuada e inconveniente, dada la naturaleza civil 

de dicha institución.  Solo se justifica la continuidad de esta figura por 

mandato constitucional (221) en este sentido y por el conflicto armado interno 

que padece el país.  Pero es necesario en un futuro próximo, revisar esta 

disposición constitucional. (p. 53)   

Así las cosas, se evidencia que la comunidad a través de sus 

representantes, reclama la existencia de una Policía verdaderamente civil, más 



cercana a la comunidad y a sus autoridades y no una Policía autoritaria que 

asume roles militares, pero esas expectativas pareciera no depender del querer de 

la comunidad en general, sino de las características especiales que presenta el 

orden público interno a lo largo y ancho del territorio Colombiano. 

Sin embargo, volviendo sobre el principio de igualdad en materia penal 

militar, Duarte  (1976) ha afirmado: “En otras palabras, que la jurisdicción militar ha 

sido pensada y organizada para ser aplicada a los militares, es decir a los 

individuos que por razón de su formación, profesión y actividades están sujetos a 

regulaciones distintas de las comunes” (p. 229).  Así las cosas, vale la pena 

cuestionarse nuevamente si la formación, profesión y actividades que ejercen los 

militares son las mismas que ejercen los policías en Colombia, y si la regulación 

común resultaría en un momento dado insuficiente para investigar y juzgar las 

actividades que normalmente ejercen los miembros de la Policía Nacional, ya que 

el sentir en materia penal militar es que un juez ordinario no está en capacidad de 

investigar y juzgar a los policías.  

¿Pero, será cierto que un juez ordinario no está en capacidad de investigar y 

juzgar válidamente a un miembro de la Policía Nacional que por alguna 

circunstancia ha cometido una conducta delictiva?  Para coadyuvar en una posible 

respuesta,  nos podríamos apoyar en los planteamientos de Sánchez (2012), 

quien al respecto apuntó: 

No existe entonces prueba de que la falta de especialización de los jueces 

ordinarios haya hasta el momento menoscabado las garantías de los 

militares. Pero además, el argumento de ampliar el fuero militar con base en 

la ausencia de formación de los jueces ordinarios en cuestiones castrenses 

es en sí mismo insuficiente. Con ese argumento destrozaríamos la igualdad 

ante la ley penal pues habría que prever también un fuero médico y otro 

financiero, pues un tratamiento quirúrgico o una operación bancaria son 

también actividades complejas y difíciles de entender. Y eso por solo citar 



algunos ejemplos hipotéticos, pues podríamos hablar también de un fuero 

especial para los casos complejos de delitos vinculados a la ingeniería o al 

robo de secretos profesionales. Pero lo cierto es que los jueces, con una 

formación y asesoría especializadas, pueden juzgar a los médicos y a los 

banqueros. (p. 1) 

Por otro lado, al comparar el sistema penal ordinario con el sistema penal 

militar, se observa que para algunos, el sistema penal militar es un mecanismo 

laxo de juzgamiento (Bernal, 2012), pero para otros,  resulta ser “un régimen 

disciplinario informado de principios de jerarquía y especialización contrarios a los 

de la igualdad y generalidad vigentes en el campo civil” (Duarte, 1976, p. 231). 

 No obstante, desde el punto de vista de la guerra propiamente dicha, lo que 

para la justicia penal militar podría constituir un blanco legitimo u objetivo militar, 

desde el punto de vista de la justicia penal ordinaria podría constituir un homicidio, 

es decir que en caso de que los militares y-o policías en sus labores de patrullaje 

se encontraran con un grupo de guerrilleros, no podrían abrir fuego contra estos, 

mientras ellos no abran fuego y si abren fuego deberían utilizar aquellos medios 

que causen el menor daño posible, lo cual desde el punto de vista de una guerra 

sería absolutamente ilógico. 

Igualmente, se debe tener en cuenta que existen unas figuras del derecho 

penal ordinario que en la justicia penal militar no se aplican, hasta ahora, dadas 

sus características propias, tales figuras son: la sentencia anticipada que beneficia 

con rebaja de penas, la detención domiciliaria, y el principio de oportunidad, 

siendo allí donde se cuestiona hasta qué punto el principio de legalidad está por 

encima del principio de igualdad. 

Al respecto la Corte Constitucional ha dicho: 

La Constitución no establece que las normas procesales del Código Penal 

Militar deban ser idénticas a las del Código de Procedimiento Penal. Si las 



disposiciones de la legislación especial garantizan el debido proceso y se 

sujetan a la Constitución Política, en principio, no son de recibo las glosas 

que se fundamenten exclusivamente en sus diferencias en relación con las 

normas ordinarias, salvo que éstas carezcan de justificación alguna. La 

Constitución ha impuesto directamente una legislación especial y una 

jurisdicción distinta de la común. Por consiguiente, el sustento de una 

pretendida desigualdad no podrá basarse en la mera disparidad de los textos 

normativos. (Corte Constitucional. C-358-1997) 

Pero, ¿A caso un miembro de la Policía Nacional que tiene la connotación 

especial de civil, no tiene la misma connotación de civil que cualquier persona del 

común?  Imaginemos un escenario donde un miembro de la Policía Nacional 

labora en el área de contratos y recibe dadivas para adjudicar un contrato, 

situación similar, pero esta vez la conducta es realizada por un funcionario de la 

un Hospital Público, ¿sería justo que mientras el funcionario del hospital público 

puede tener prisión domiciliaria, el miembro de la Policía Nacional no? ¿Luego 

ambos no son civiles y ambos no son funcionarios públicos y cometieron la misma 

conducta? 

Igualmente, para reiterar lo anterior, la misma corte Constitucional ha 

manifestado: 

… la simple consagración diferencial entre la codificación ordinaria y la penal 

militar, no vulnera ningún mandato constitucional. Por el contrario, obedece a 

un criterio de especialidad que la misma Constitución otorga a la justicia 

penal militar (artículo 221 C.P), de otra manera no tendría sentido la 

existencia de dos jurisdicciones, pues ellas encuentran su justificación, en 

razón a los diferentes destinatarios y a las actividades riesgosas que 

enfrentan los miembros de la legislación castrense. (Corte Constitucional. C-

228-2003) 

Lo anterior, cobraría lógica, siempre y cuando el Código Penal Militar se 

aplicara exclusivamente a los militares que realizan actividades relacionadas con 

la guerra, que por su connotación especial merece una legislación especial, de lo 



contrario un soldado jamás entraría en combate por temor a ser juzgado por la 

justicia ordinaria.  

No obstante, teniendo en cuenta  que la ley 1407 de 2010 y  la ley 1765 del 

23 de Julio de 2015, pese a estar vigentes no han sido implementadas, es decir no 

se aplican, en la actualidad, en materia de justicia penal militar se aplica la ley 522 

del 12 de Agosto de 1999, la cual en su artículo 18 consagra:  “En aquellas 

materias que no se hallen expresamente reguladas en este código, son aplicables 

las disposiciones de los códigos penal, procesal penal, civil, procesal civil y de 

otros ordenamientos, siempre que no se opongan a la naturaleza de este código”. 

Lo cual parecería abrir una puerta para la implementación de aquellas figuras que 

no consagradas en la justicia penal militar como la sentencia anticipada, en virtud 

al principio de integración. 

 Sin embargo la Corte Constitucional reitero su postura al respecto, 

estableciendo que:  

“…el fuero militar consagrado en el Art. 221 de la Constitución Política, 

adicionado por el Acto Legislativo 02 de 1995, y el Código Penal Militar que 

lo desarrolla, es autónomo y, por consiguiente, con fundamento en aquel 

derecho no se puede pretender establecer paridad con el ordenamiento 

penal ordinario. Ello significa que el examen sobre el acatamiento del 

principio de igualdad debe realizarse exclusivamente dentro del ámbito de 

dicho código, incluyendo las disposiciones de otros ordenamientos legales 

que por remisión expresa de aquel permiten su plenitud mediante la figura de 

la integración, y  no con referencia a otros campos jurídicos. 

  

Por ello,  la ausencia de la consagración de la institución de la sentencia 

anticipada en el Código Penal Militar es expresión de la libertad de 

configuración del legislador, que no quebranta mandatos superiores, con 

fundamento en lo dispuesto en el Art. 150, Nums. 1 y 2, de la Constitución, 

en virtud de los cuales el Congreso de la República tiene la función de hacer 



las leyes, expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus 

disposiciones.” (Corte Constitucional. T-677-2002) 

De esta manera, se puede vislumbrar una posible desigualdad entre los 

ciudadanos que ostentan la categoría de civiles y los miembros de la Policía 

Nacional, quienes por el solo hecho de hacer parte de dicha institución no pierden 

su status de civiles, ya que de cierta manera les resultaría más favorable poder 

acceder a dichos beneficios que consagra el ordenamiento penal ordinario y del 

cual adolece el ordenamiento penal militar, y que de alguna manera también 

coadyuvaría a evitar un desgaste del aparato judicial Colombiano. 

Cabe anotar, que la explicación desde el punto de vista de la justicia penal 

militar, según Suarez, Guerrero y Marín (2007) es que “resulta claro que en código  

penal común lo preponderante es el ser humano, pero en el sistema penal militar 

lo preponderante es la institución de la fuerza pública” (p. 167).  ¿Pero, según la 

dogmática penal, el derecho penal no está creado pensando en el procesado? 

Por otro lado, hay que entrar a considerar otro beneficio que le es negado a 

los miembros de la Policía Nacional y que a cualquier ciudadano que ostenta la 

calidad de civil se le concede, se trata de la prisión domiciliaria, para lo cual se 

trae a colación unas consideraciones efectuadas al respecto en un estudio juicioso 

donde Moya y Llanos (2012) aseguraron:  

La prisión domiciliaria es una de las excepciones legales permitidas para 

privar de la libertad a un ciudadano que ha sido procesado y condenado en 

juicio penal por incurrir en la comisión de un delito; restricción de la libertad 

que cumple el condenado en su lugar de residencia, por ello, se conoce 

como prisión domiciliaria y a su vez como una pena sustitutiva a la pena 

principal de prisión; la cual es procedente cuando estén dados los requisitos 

que señala el artículo 38 de la ley 906 de 2004, “Código de Procedimiento 

Penal”, dentro de los que se destacan, que el delito por el cual se condena 

tenga una pena mínima prevista en la ley de cinco (5) años de prisión o 

menos; que el condenado tenga un desempeño personal, laboral, familiar o 

social del sentenciado, del cual se deduzca sería, fundada y motivadamente 



que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento 

de la pena; garantizándose el cumplimiento de todo lo anterior con el pago 

de una caución. (p. 14) 

Así  mismo, en relación al principio de oportunidad, sería interesante su 

aplicación en materia de justicia penal militar, ya que esa subordinación, ese temor 

reverencial conlleva a que muchas veces en los casos que se presentan no se 

llega a establecer los verdaderos responsables, dándole de esta  manera un 

sentido perverso a lo que en el argot militar y policial se conoce como espíritu de 

cuerpo, el cual en ocasiones es confundido con la complicidad, pero 

desafortunadamente en materia penal militar no se aplica, es por ello que se trae a 

colación un estudio interesante al respecto donde Rodríguez y Pesca (2010), 

aseguraron: 

En general, puede decirse que en el procedimiento penal militar no opera el 

principio de oportunidad – propio de un sistema acusatorio puro- por cuanto 

los funcionarios judiciales en Colombia, por mandato del artículo 230 de la 

Carta Fundamental, “sólo están sometidos al imperio de la ley”, de manera 

que en los procesos castrenses el juez de instrucción penal militar no puede 

cesar procedimiento sino por causas establecidas en el respectivo código; 

asimismo, el Fiscal Penal Militar al calificar la instrucción no puede tomar en 

cuenta consideraciones políticas o de conveniencias, ya que tiene que hacer 

su calificación de acuerdo con la ley. Por ello, el artículo 201 del estatuto 

castrense, concordante con el artículo 230 de la Constitución Política y el 

articulo 6 del código de procedimiento penal, prescribe “Imperio de la ley. Los 

funcionarios judiciales en sus providencias sólo están sometidos al imperio 

de la Constitución y de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios 

generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad 

judicial. (p. 13) 

 

Así las cosas, hay que cuestionar necesariamente el hecho de que los 

miembros al servicio activo de la Policía Nacional, sean juzgados como militares, 



pues en su condición de civiles tienen derecho a una serie de beneficios cuando 

incurren en conductas punibles, beneficios que se desconocen por el simple hecho 

de pertenecer a una institución armada al servicio del Estado, pero, si el hecho es 

por estar armado siendo civil, ¿será que los  miembros del INPEC, quienes 

ostentan la calidad de civiles, deben tener un régimen especial para ser juzgados 

penalmente, ya que para prestar su servicio deben estar armados? ¿Sera que los 

funcionarios del CTI, quienes ostentan la calidad de civiles, deben tener un 

régimen especial para ser juzgados penalmente, ya que para prestar su servicio 

utilizan las armas de fuego?   

Todos estos aspectos merecen un espacio de análisis, estudio y reflexión, 

pues si bien los militares propiamente dichos si requieren un régimen especial, ya 

que son los únicos autorizados legalmente para hacer la guerra en nombre del 

Estado, los miembros de la Policía nacional merecen ser juzgados en igualdad de 

condiciones que cualquier servidor público que ostente la calidad de civil. 

De vieja data, se ha escuchado que la justicia penal militar representa una 

garantía de que se hará un juzgamiento por sus pares, es decir que los policías 

van a ser juzgados por policías, pero en la práctica se observa que esto solo se 

cumple en las primeras instancias, pues el Tribunal Superior Militar está 

compuesto por cuatro salas, cada una de tres magistrados, los cuales son oficiales 

en servicio activo o en uso de buen retiro de las fuerzas militares y la Policía 

Nacional, de los cuales en este momento solo hay dos magistrados Policías. 

Así las cosas, fácilmente, un miembro de la Policía Nacional podría ser 

juzgado en sede del Tribunal Superior Militar por un Magistrado de la Fuerza 

Aérea, un Magistrado del Ejercito Nacional y un Magistrado de la Armada 

Nacional, oficiales estos que son versados en aspectos militares, ante lo cual vale 

la pena cuestionarse ¿Qué formación tiene un oficial de las fuerzas militares en 

materia de Policía como para decirse que es un juez natural para juzgar a un civil 

como lo es un miembro de la Policía Nacional? 

Igualmente, cuando se analiza el mandato constitucional contenido en el 

artículo 221, se hace una especie de justificación de la justicia penal militar 



aduciendo el famoso principio de que el juzgamiento de los miembros de la fuerza 

pública por delitos relacionados con el servicio debe ser efectuado por sus pares o 

iguales, ¿Pero qué tiene de igual un  militar y un policía? ¿Si un policía no es 

formado como militar y un militar no es formado como Policía, como se puede 

afirmar válidamente que un militar es un par de un Policía? 

Por otro lado, se dice que en materia de justicia penal militar se busca 

desligar el mando de la jurisdicción especial, pero no se puede desconocer que 

tanto un militar como un policía tienen una formación férrea, casi infranqueable, 

donde aún a un policía o un militar retirado se le guarda respeto, y hasta de cierta 

forma reverencia, aun se le sigue teniendo el temor reverencial que se infunde 

desde las escuelas de formación, lo cual se evidencia cuando se refieren a esta 

persona retirada como la palabra mí y el grado, entonces por más que se diga que 

hay independencia esto resulta altamente cuestionable. 

Ahora bien, en relación al tipo de decisiones que profieren al interior de la 

Justicia Penal Militar, algunas desdicen mucho de la forma como se aplica el 

derecho en las mismas, para reforzar lo antes afirmado se trae una decisión 

adoptada por la Fiscalía Tercera ante el Tribunal Superior Militar de fecha 18 de 

Julio de 2013,  dentro del radicado 14237, donde los hechos son plasmados, de 

acuerdo a lo manifestado por el denunciante  de la siguiente manera: 

El día 13-01-2010, siendo aproximadamente las 10:00 de la mañana, 

llegaron a su residencia 5 uniformados de la Policía a sacarlo como fuera de 

la casa, quitaron una ventana, ingresaron dos policías  por la misma venta y 

uno por el techo, lo golpearon y lo esposaron, acto seguido lo sacan por una 

venta y es conducido a la estación de Policía metiéndolo al calabozo hasta 

que llegaron sus abogados, posteriormente los uniformados hicieron un 

reporte de los hechos que no se ajustaba a la realidad, razón por la cual el 

denunciante se negó a firmar, después fue llevado hasta la casa y dejado 

allí. 

 No obstante lo anterior, según el fiscal del caso, dentro de los argumentos 

para justificar el cese de procedimiento a favor del Oficial que estaba al mando, se 



hace alusión a que si bien es cierto tiene el grado de administrador policial 

otorgado por la Escuela de Policía, este no tenía la idoneidad para adelantar 

cualquier procedimiento y que su corta experiencia lo conllevo a error, sin 

embargo al resto de los miembros de la patrulla, incluyendo los patrulleros quienes 

también tenían poca experiencia policial no se dice nada. 

Así las cosas ¿Cuál es la garantía que tiene un miembro de la Policía 

Nacional de ser investigado y juzgado con la plenitud de garantías? ¿Será que 

hubo algún tipo de tráfico de influencias de la cadena de mando para proferir una  

decisión a favor de un oficial solo por el hecho de ser Oficial, pasando por encima 

de todas las evidencias y conceptos, incluyendo el de la parte civil y del mismo 

ministerio público?, lo cierto allí es que la decisión adoptada no se compadece con 

la realidad fáctica y probatoria, como muchísimo menos con los argumentos 

esgrimidos para adoptarla, pues se supone que  un servidor público al tomar 

posesión de su cargo tiene toda la formación  y toda la idoneidad debida para 

ejercer de manera eficiente y eficaz el cargo, de lo contrario no se justificaría como 

llego a ser servidor público. 

 

Conclusiones 

1.- Teniendo en cuenta que el servicio que presta la Policía Nacional no 

puede ser homologado al servicio que prestan las Fuerzas Militares, se hace 

imperioso que se desligue a los miembros de la Policía del Código penal militar y 

que si estos incurren en conductas descritas como delitos sean juzgados por la 

justicia ordinaria. 

 

2.- Los grupos de operaciones especiales que tiene la Policía Nacional para 

contrarrestar la delincuencia y la subversión, no hacen que se pierda la 

connotación de civiles, ello no es óbice para la aplicación de la justicia penal militar 

a estos funcionarios. 

 

 



3.- La justicia penal no está creada para favorecer las instituciones, está 

creada pensando en el procesado, por ello los beneficios que se aplican en la 

justicia ordinaria deben ser aplicados a los sujetos de la justicia penal militar. 

 

 

4.- Los jueces de la justicia penal militar, no deben hacer parte de la jerarquía 

militar o policial, deben ser personas de la rama judicial, pero con conocimientos 

sobre el funcionamiento de las fuerzas militares, derechos humanos y derecho 

internacional humanitario.   

 

5.- Si bien es cierto, la igualdad absoluta no existe, un soldado nunca se 

puede equiparar a un policía, en esencia no son lo mismo por lo tanto su régimen 

penal no puede ser el mismo, ya que como un policía no puede cometer delitos 

típicamente militares. 
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